. 3

0 0437660

TRBUNAL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL NaGm. de Registro: 510/93
RIBUN
CONSTITUCIONAL SALA PRIMERA .
FRIFHATE ASUNTO: Amparo promovido por
Excmos. Sres.: don Imanol Aguilar Albano.
D. Miguel Rodriguez-Pifiero SOBRE: Sancién Penitenciaria.

y Bravo-Ferrer

D. Fernando Garcia-Mén y
Gonzdlez-Regueral

D. Carlos de la Vega Benayas

D. Vicente Gimeno Sendra

D. Rafael de Mendizébal
Allende

D. Pedro Cruz Villalén
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En la pieza separada del asunto de referenciaﬁ%a
Sala ha acordado dictar el siguiente ji

AUTO

I. ANTECEDENTES.

1. E1 dfa 23 de febrero de 1993, don Imanol Aguilar
Albano, presentd escrito en solicitud de amparo contra Acuerdo
de la Junta de Regimen y Administracién del Centro Penitencia-
rio de Nanclares de Oca de 9 de noviembre de 1992, recaido en
expediente disciplinario 1032/92 por el que se imponfia la san-
cién de dos firnes de semana de aislamiento en celda al deman-
dante como autor de una falta grave, tipificada en el art.
109.h del Reglamento Penitenciario, sancién que fue confirmada
por Autos de 24 de diciembre de 1992 y de 5 de febrero de 1993
del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Bilbao, dictados en
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el expediente 8404/92, que desestimaron los recursos de alzada
y reforma interpuestos por el actor.
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lada demanda, en la misma se nos dice que en atencién a un par-

te manuscrito y sin firma, la Direccién del Centro incodé expe-
diente contra el actor imputéndole que al realizar voluntaria-
mente un andlisis de orina, intenté divulgar datos falsos con
la intencién de menoscabar la buena marcha del Establecimiento.
Sin prActica de prueba alguna se dicté el acuerdo sancionador
el 9 de noviembre de 1992 castigando con dos fines de semana de
aislamiento en celda al solicitante de amparo.

Se alega violacién de los derechos a la promociéﬁ
de contradiccién y a la presuncién de inocencia (art. 24.1 CE.§
y del derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes. k

Se solicita la nulidad del acuerdo sancionador 1im-
pugnado, asi como de las resoluciones judiciales confirmatoriﬁs

i

del mismo. Y por otrosi, al amparo del art. 56 de la LOTC. /s

insta la suspensidén de la sancién impuesta. J

2. La Seccién Primera, en providencia de 31 de ¢ne-
ro de 1994, acordé formar la correspondiente pieza separagla y
conceder en ella un plazo comGn de tres dias al Ministerio [Fis-
cal y al demandante para que dentro del mismo pudieran alegar
cuanto estimaran pertinente en relacién con la medida caytelar
solicitada.

3. El Ministerio Fiscal muestra su aquiescencia a
la medida de suspensién solicitada porque la ejecucién de la
sancién impuesta (2 fines de semana en aislamiento) haria per-
der al amparo su finalidad, por lo que estima procedente acce-
der a la suspensién interesada.

! 4. E1 demandante insiste en su solicitud de sus-
8 pensién, ya que si se denegare ésta el actor cumpliria los
% dos fines de semana de aislamiento en celda, lo que haria in-

eficaz una posible estimacién de la demanda si la suspensién no
se acuerda. Ademds el éxito de la suspensién pedida no ocasiona
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mmﬂnmeL fundamentales o libertades pliblicas de un tercero, lo que hace

innecesario la constitucién de afianzamiento alguno.
II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Aunque la Ley Orgénica de este Tribunal no lo
diga asi, explicitamente, no parece discutible que la interpog
sicién del recurso de amparo, por su propia naturaleza intrin-
seca, no obsta a la vigencia, efectividad o ejecutoriedad ié
las disposiciones generales, actos de la Administracién o de
cualquier otra institucién del Estado y sentencias, que son su
objeto. Es una consecuencia de la presuncién de legitimidad q
alcanza a todas las actuaciones de los poderes ptGblicos y cﬁn
mayor razén si, como es el caso, ostentan una auténtyca
legitimacién democratica. Esta presuncién inherente a la enté ra
actividad piblica (legislativa, ejecutiva y judicial) esté pre-
sente y operante, aunque implicita, en la Constitucién y a jlas
veces explicita en el resto del ordenamiento juridico.

Ahora bien, como contrapeso de tal presuncién fues-
tro sistema de justicia constitucional configura la posibilidad
de que este Tribunal suspenda la ejecucién del acto de los po-
deres pliblicos por razén del cual se reclama el amparo. Desde
una perspectiva procesal aparece como una medida cautelar, que
cumple una funcién de equilibrio entre el poder y la libertad,
conecténdose directa e inmediatamente a la garantia de la efec-
tividad de la tutela judicial que consagra el art. 24 de nues-
tra Constitucién. En efecto, el soporte de tal medida consiste

i en el riesgo o la certeza de que la ejecucién ocasionard un
7 perjuicio que haria perder al amparo su finalidad, segin dice
é el art. 56 de nuestra Ley Orgdnica, convirtiendo asi una even-
E tual sentencia favorable en una mera declaracién de buenos pro-
% pésitos, desprovista de eficacia préctica. La suspensién pre-

ventiva del acto o disposicién objeto del proceso de amparo
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exige una delicada ponderacién de los intereses generales y los
derechos fundamentales de terceros, cuya perturbacién grave o

lesién actta como limite de la medida cautelar y el interés
particular del demandante en amparo. En tal aspecto es el po-
tencial perjudicado quien ha de justificarlo. Por otra parte,
el andlisis de la situacién ha de hacerse sin prejuzgar la
cuestién principal, aun cuando sin perderla de vista, con una
mirada al soslayo.

2. En esta ponderacién de intereses, sin olvidagr
que en un Estado de Derecho las Sentencias claman por ser cu;—
plidas, como exigencia implicita en la eficacia de la tute%a
judicial (arts. 24.1 y 118 C.E.), no resulta menos claro taﬁ—
bién que la libertad, como valor, inspira la entera concepci@n
constitucional desde su pértico, donde se invoca como el prim%—

ro y principal de los pilares del sistema (art. 12 C.E.). Este
principio se despliega en un abanico de manifestacion

fenoménicas, libertades concretas configuradas como derecho
fundamentales, con una mi&s intensa proteccién, entre las cuale
se encuentra la libertad personal, soporte de las demas (art|
17.1 C.E.). En el caso presente, el recurrente esté privado
libertad, situacién que se agravaria con el plus de casti
consistente en el aislamiento en celda durante dos fines de s
mana, irreversible y que no puede ser restaurada en su integrij
dad y sustancia, sin que una eventual indemnizacién de dafios
perjuicios pueda tener otra funcién que la compensatoria,
lejos de la ‘"restitutio in integrum". Queda asi patente /la
forzosidad de suspender la ejecutoriedad de la sancién impug-
nada agravatoria de la restriccién de derechos del interno, vya
que en caso contrario el eventual otorgamiento del amparo ha-
bria perdido su finalidad préactica.

<
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< Por lo expuesto, la Sala acuerda la suspensién, du-
!

= rante la tramitacién del presente recurso de amparo, de la eje-
= cucién del Acuerdo sancionador de dos fines de semana de
[-3
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5 aislamiento en celda impuesto al recurrente en el expediente

disciplinario 1032/92 por la Junta de Regimen y Administracién
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Tﬁﬁmu del Centro Penitenciario de Nanclares de Oca y de los Autos del
CONSTITUCIONAL Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Bilbao de 24 de diciem-
TP T

bre de 1992 y de 5 de febrero de 1993, que confirmaron la reso-
lucién indicada. Lo que se pondradn en conocimiento del Organo
Judicial y del Establecimiento Penitenciario.

Madrid, a quince de febrero de mil novecientos
noventa y cuatro.
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